En la Ciudad de Mar del Plata, a los 30 días del mes de abril del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa A-1208-DO0 “CISI OLGA PALMIRA Y OTROS c. MUNICIPALIDAD DE VILLA GESELL s. AMPARO”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli, Sardo y Mora, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. La titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 1 del Depto. Judicial de Dolores dictó sentencia en la causa referenciada desestimando la acción de amparo promovida por los Sres. Olga Palmira Cisi; María del Pilar Sadaba Elizalde; Néstor Rodolfo Barca; Elsa Julia Leis; Yamila Magali Lamarca; Carmen Lourdes Caputo; Graciela Perazzo; Luis Antonio David Iglesia; Antonio Vicente Mastrapasqua; Sonia María del Carmen Sloselj; Verónica Susana Bacanelli; Ana María Worobiej; Osvaldo Raúl Marcón; José Luis Bernardello y Christian Maximiliano San Marco Martín, contra la Municipalidad de Villa Gesell, mediante la cual pretendían obtener la declaración de inconstitucionalidad de la Ordenanza N° 2156/08 y, en consecuencia, se dejaran sin efecto las modificaciones realizadas en el Código Tributario municipal. Asimismo, impuso las costas del proceso a los accionantes (v. fs. 720/724).

II. Contra dicho pronunciamiento los actores interpusieron y fundaron formal recurso de apelación (v. fs. 725/734), el que fue concedido a fs. 735.

III. Recibidas las actuaciones en esta Excma Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo (v. fs. 741) y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia (v. fs. 742), corresponde plantear la siguiente 

CUESTIÓN

¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto?


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:


I.1. La titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 1 del Depto. Judicial de Dolores dictó sentencia en la causa referenciada desestimando la acción de amparo promovida por los Sres. Olga Palmira Cisi; María del Pilar Sadaba Elizalde; Néstor Rodolfo Barca; Elsa Julia Leis; Yamila Magali Lamarca; Carmen Lourdes Caputo; Graciela Perazzo; Luis Antonio David Iglesia; Antonio Vicente Mastrapasqua; Sonia María del Carmen Sloselj; Verónica Susana Bacanelli; Ana María Worobiej; Osvaldo Raúl Marcón; José Luis Bernardello y Christian Maximiliano San Marco Martín, contra la Municipalidad de Villa Gesell, mediante la cual pretendían obtener la declaración de inconstitucionalidad de la Ordenanza N° 2156/08 y, en consecuencia, se dejaran sin efecto las modificaciones realizadas en el Código Tributario municipal.

Para así decidirlo, consideró que el amparo es un remedio excepcional consagrado en los arts. 43 de la Constitución Nacional y 20 de la Constitución Provincial que tiende a consagrar la supremacía de la Constitución y sólo procede cuando no existan otros procedimientos que permitan obtener el mismo efecto.

Sostuvo que la acción constitucional resultaba inadmisible en razón de habérsela interpuesto con posterioridad al vencimiento del plazo de caducidad estipulado en el artículo 6 de la ley 7166.

Agregó que existían otras vías idóneas para brindar adecuado tratamiento al planteo incoado por los actores y que además, la petición de inconstitucionalidad de la Ordenanza N° 2156/08 requería un escenario de debate de mayor amplitud que el permitido en el marco del proceso de amparo.

2. En el escrito recursivo, los actores se agravian del contenido de la sentencia y de la imposición de costas.


Estiman que la acción fue temporáneamente interpuesta, que el a quo ha incurrido en un error al computar los plazos correspondientes a la feria judicial de los meses de julio y agosto del año 2008, y que además, no surge de las probanzas de la causa la fecha en que se habría publicado la Ordenanza impugnada.


Puntualizan que tomaron conocimiento de la modificación tributaria recién a partir de que les fueran remitidas por correo las boletas de pago del servicio, por lo cual, en última instancia, tal debería ser el punto de partida a partir del cual computar el plazo regulado en el artículo 6 de la ley 7166.


Postulan que la sentencia impugnada incurre en un excesivo rigorismo formal, al omitir expedirse expresamente sobre la existencia de la –según su visión- violación de garantías constitucionales.


Aducen, con sustento en citas jurisprudenciales y doctrinarias, que la acción constitucional impetrada resulta ser la vía idónea para articular el planteo de inconstitucionalidad de la reforma al Código Tributario municipal materializada en la Ordenanza N° 2156/08 y que tal carril resultaba el adecuado para brindar protección a sus derechos.


Estiman que como el objeto del reclamo se ciñe a la declaración de inconstitucionalidad de una Ordenanza, resultaría un absurdo postular como impedimento de la acción, la supuesta necesidad de acudir a un proceso que permita un debate más amplio.


Con relación al modo como se impusieron las costas del proceso, sostienen que al haber ambas partes resultado perdidosas en sus pretensiones, en tanto –según lo aducen- la excepción de incompetencia interpuesta por la demandada había sido desestimada, el a quo las debió imponer “… en el peor de los casos…” en el orden causado. 


Aducen que resultaba irrazonable que el a quo declarara la extemporaneidad de la acción con posterioridad a requerir, en los términos del art. 10 de la ley 7166, el informe circunstanciado, y que por tal razón se los condenara en costas.


Por último, remarcan que ante la inexistencia de previsión expresa en la ley de amparo, resultaba válido recurrir al principio general sentado en el artículo 68 del C.P.C.C. e imponer en el sub examine las costas en el orden causado.

II. El recurso no puede prosperar.


1. Analizando los sucesivos pasos procesales producidos en el devenir del sub examine advierto que:

a. A fs. 114/123 los Sres. Olga Palmira Cisi; María del Pilar Sadaba Elizalde; Néstor Rodolfo Barca; Elsa Julia Leis; Yamila Magali Lamarca; Carmen Lourdes Caputo; Graciela Perazzo; Luis Antonio David Iglesia; Antonio Vicente Mastrapasqua; Sonia María del Carmen Sloselj; Verónica Susana Bacanelli; Ana María Worobiej; Osvaldo Raúl Marcón; José Luis Bernardello y Christian Maximiliano San Marco Martín interpusieron, con fecha 16-09-2008 (v. fs. 123), formal acción de amparo contra la Municipalidad de Villa Gesell, propugnando la inconstitucionalidad de la Ordenanza N° 2156/08.

b. A fs. 124 –en fecha 17-09-2008- el a quo dispuso  tener a los signatarios de la presentación de fs. 114/123 por presentados por “… propio derecho…” reconociéndoles expresamente el carácter de “… parte…” actora, requiriendo además a la Municipalidad de Villa Gesell –en su carácter de demandada- la elaboración, dentro un plazo que fijó en cinco (5) días, del informe circunstanciado reglado en el art. 10 de la ley 7166.

c. A fs. 141 se presenta el Sr. Manuel Armando López, solicitando –en fecha 26-09-2008- su incorporación al proceso, a la vez que pronunciando su adhesión “… de forma total a la Acción de Amparo [promovida] contra la Municipalidad de Villa Gesell…”, adjuntando documental y ofreciendo prueba de informes.

d. Ante tal presentación del Sr. Manuel Armando López, con fecha 2-10-2008 (v. fs. 142) el a quo dispuso, en razón de haberse ordenado el libramiento del oficio destinado a requerir a la Municipalidad de Villa Gesell el informe circunstanciado, diferir el tratamiento del requerimiento de incorporación al proceso para el momento procesal posterior a la presentación de la demandada en los términos del art. 10 de la ley 7166.  

e. A fs. 664/671 obra agregado el informe circunstanciado elaborado por la demandada, el que se tuvo por presentado en legal tiempo y forma (v. fs. 678), y luego de cumplimentarse la medida para mejor proveer dispuesta con fecha 10-10-2008, los autos fueron puestos para sentencia (v. fs. 719).

f. Con fecha 17-10-2008 el a quo dictó sentencia definitiva rechazando la acción de amparo promovida por los Sres. Olga Palmira Cisi; María del Pilar Sadaba Elizalde; Nestor Rodolfo Barca; Elsa Julia Leis; Yamila Magali Lamarca; Carmen Lourdes Caputo; Graciela Perazzo; Luis Antonio David Iglesia; Antonio Vicente Mastrapasqua; Sonia María del Carmen Sloselj; Verónica Susana Bacanelli; Ana María Worobiej; Osvaldo Raúl Marcón; José Luis Bernardello y Christian Maximiliano San Marco Martín, contra la Municipalidad de Villa Gesell.

A la luz de la reseña efectuada, he advertir que el a quo ha omitido pronunciarse sobre la situación procesal del Sr. Manuel Armando López, quien peticionara a fs. 141 su incorporación al proceso.


Sin embargo, el vacío en el tratamiento de dicha cuestión, preterida por inadvertencia o descuido del juzgador del primer grado, no constituye –en mi visión- una omisión que nulifica su pronunciamiento, desde que, la notificación del llamado de autos para sentencia (v. fs. 719) implica para el justiciable –en el caso para el Sr. Manuel Armando López- el conocimiento de las actuaciones realizadas en el proceso hasta tal ocasión, de lo que se colige, que entre los efectos procesales que la mentada actitud trasunta, puede asignarse el de haber purgado los vicios que adoleciera el proceso con antelación (cfr. doct. Primera Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Dto. Jdcial. La Plata, Sala II in re “Duran”, sent. de 28-VI-2001).


2. Sentado lo anterior, corresponde adentrarse al tratamiento de los agravios articulados a fs. 725/734.

Liminarmente, he de resaltar que, tal como surge del resolutorio en crisis, no se visualiza en el sub examine la presencia de los presupuestos que autorizan la vía del amparo como carril procesal idóneo para ventilar el planteo articulado. 

El artículo 20 inc. 2° de la Constitución Provincial establece en lo pertinente, que el amparo procederá cuando por cualquier acto, hecho, decisión u omisión, proveniente de autoridad pública o de persona privada, se lesione o amenace, en forma actual o inminente con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, el ejercicio de los derechos constitucionales individuales o colectivos y que podrá entablarse siempre que no pudieren utilizarse, por la naturaleza del caso, los remedios ordinarios sin daño grave o irreparable.


A su vez, el art. 43 de la Constitución Nacional, dispone, en la parte que aquí interesa, que toda persona podrá interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo.


Los recurrentes entienden que la vía intentada sería  la idónea para casos como el analizado en los que impugnan las modificaciones introducidas por el Honorable Concejo Deliberante de la Municipalidad de Villa Gesell mediante la Ordenanza N° 2156/08 al Código Tributario del mentado Municipio, por reputarlos lesivos de las garantías constitucionales de razonabilidad, propiedad, seguridad, legalidad, igualdad y equidad.


En concreto, aducen que como consecuencia de la –según su visión- irrazonable modificación tributaria, han sufrido un aumento superior al trescientos por ciento (300%) en los valores de los tributos con la consecuente afectación de garantías constitucionales. 

Tales afirmaciones no poseen entidad suficiente como para tener por acreditada la inexistencia de otro remedio idóneo para lograr la eficaz protección de los derechos que invoca.

Es que resulta carga ineludible de quien acciona por esta vía precisar y probar que, para el particular planteo incoado, los restantes carriles procesales diseñados por el legislador local no constituyen remedios idóneos y eficaces para la protección de los derechos invocados (cfr. doct. esta Cámara causas A-416-MP0 “Ledesma”, sent. del 17-IV-2008; A-350-DO0 “Bavaro”, sent. 22-V-2008).

En idéntico sentido, nuestra Suprema Corte provincial ha expresado que no se encuentra configurado el recaudo de admisibilidad de la acción de amparo exigido por los arts. 20 apartado 2° de la Constitución provincial y 2° de la ley 7166 y sus modificaciones si no se demuestra que la vía judicial ordinaria para debatir la cuestión traída a los autos, no resulta ser idónea para la obtención del resultado que persigue a través de la interposición  de la acción de amparo (cfr. doct. causa B 65096 “Sagrario” Sent. 23-II-2005).

Los amparistas no han expuesto razón alguna que justifique seriamente la inconveniencia o inidoneidad de las vías ordinarias o bien, que su utilización podría irrogarle un daño grave e irreparable. Sólo se han limitado ha postular que de acudir a los procesos ordinarios las consecuencias serían “… aún en el supuesto de alcanzar una sentencia de primera instancia favorable: un proceso lento y engorroso que se devoraría la pretensión procesal …” –v. punto V.2 escrito de demanda-. Tal escueto argumento dista de brindar adecuada satisfacción a la carga que pesa sobre las partes de acreditar la imposibilidad de transitar el derrotero procesal natural para tal tipo de pretensiones regulado en los artículos 2 inc. 5°, 12 y concordantes del C.P.C.A., más cuando en la especie los amparistas reconocen que la mentada ordenanza tuvo principio de ejecución al recibir las boletas de pago de las tasas con los incrementos denunciados.

La argüída lentitud de los procesos ordinarios como fundamento para transitar el carril constitucional, en la especie, no resulta motivo válido para encauzar el reclamo, desde que la razonable prolongación de los procedimientos corrientes no lleva, sin más, a la procedencia del amparo, en tanto aquélla importe la situación común a la que se enfrenta toda persona que peticiona el reconocimiento de sus derechos (cfr. argto. doct. C.S.J.N. Fallos 297:93; 303:422; 308:2068; S.C.B.A. B. 66.693 “Recovering”, sent. de 6-VII-2005, esta Cámara causa A-302-MP0 “Consorcio Edificio Boulevard Marítimo Patricio Peralta Ramos”, sent. de 15-VII-2008). 
3. Adicionalmente, huelga recordar que para la procedencia formal del amparo, la denuncia de arbitrariedad o ilegalidad que se le imputa al accionar estatal debe permitir al juzgador –con una simple y somera mirada- advertir prima facie la presencia de aquellos vicios. La ausencia de patencia en la arbitrariedad o ilegalidad denunciada, conduce a un derrotero procesal que requiere de mayor debate y prueba, característica impropia del amparo.

Desde esta plataforma observo que los apelantes sólo se limitan a denunciar que la modificación introducida por la Ordenanza N° 2156/08 al Código Tributario municipal, en tanto dispuso aumentos en las diversas Tasas (Alumbrado, Limpieza, conservación de la vía pública, Bomberos, Cementerio, Seguridad, Salud y Disposición Final de Residuos –erróneamente referenciada en el escrito de demanda como “… impuesto inmobiliario…” (v. fs. 114 vta.) superior al trescientos por ciento (300%), les provoca una lesión del derecho propiedad, seguridad, legalidad, igualdad y equidad.

Tales modificaciones en la normativa tributaria no trasuntan la gravedad y trascendencia económica que pretenden atribuirle los amparistas a punto de poder reputárselas lesivas del derecho constitucional de propiedad, igualdad y de no confiscatoriedad, desde que del cotejo de las distintas liquidaciones adunadas por los reclamantes –v. fs. 29/30; 34/35; 42/43; 49/50; 56/57; 59/60; 63/64; 67/68; 74/75; 82/83; 88/89; 95/96; 100/105-, no se observan variaciones cuantitativas del monto de las gabelas que, de algún modo, puedan configurar un real y patente despojo del patrimonio.

Así, tomando a modo de ejemplo las mayores variaciones denunciadas –v. fs. 95/96; 29/30; 34/35; 82/83 y 95/96– surge que los titulares de las cuentas N° 19656006; N° 1968300A; N° 19651001; N° 12610009 y N° 19656006 tributaban con anterioridad a la modificaciones establecidas por la Ordenanza N° 2156/08 los siguientes conceptos: Alumbrado $ 5.21; Limpieza $ 11.46; Conservación de la Vía Pública $ 5.21; Tasa de Bomberos $ 0.55; Tasa Cementerio $ 1.25 y; partir de la mentada modificación tributaria el cuadro quedó estipulado de la siguiente manera: Alumbrado $ 10.42; Limpieza $ 20.83; Conservación de la Vía Pública $ 10.42; Tasa de Bomberos $ 1.04; Tasa Cementerio $ 3, agregándose conceptos nuevos de Tasa Seguridad $ 5.25; Tasa de Salud $ 4.38 y Tasa de Disposición Final de Residuos $ 4.38, todo lo que permite inferir, al menos en el limitado marco cognoscitivo de este proceso, que ninguna -o en su caso mínima- podría resultar la repercusión de los aumentos respecto del valor que pudiera asignársele a los inmuebles de los actores o, en su caso, en sus patrimonios.

Obsérvese que las impugnaciones que –como en la especie- se basen en la cuantía del tributo sólo son susceptibles de acogimiento a condición de que sea demostrado que el gravamen deviene prohibitivo, confiscatorio o lesivo del derecho de propiedad (cfr. argto. doct. S.C.B.A. B. 56.707 “Carba S.A.”, sent. de 23-IV-2008), y ninguno de los datos objetivos del expediente permiten arribar a tal conclusión. Por ello, siendo que los actores sólo se limitan a aludir al supuesto exceso o desproporción del aumento establecido por el nuevo Código Tributario Municipal, omitiendo apuntalar su planteo con suficiente acreditación -no obstante que, como en reiteradas ocasiones ha precisado el Cimero Tribunal local, la carga probatoria recae sobre los impugnantes (causas I. 1.297, "Czarnecki", sent. 8-V-1990; I. 1.516 “Aguas Minerales S.A.”, sent. de 27-VI-1995; I. 1517 “Lactona S.A.”, sent. de 27-VI-1995)-, entonces, la patencia requerida para justificar la presente vía constitucional no se exterioriza. 

Menos aún podría sortearse aquel valladar formal mediante la denuncia de afectación a la garantía de igualdad ante la ley que consagra el artículo 11 de la Constitución local. Es que dicha igualdad no supone, al menos necesariamente, una igualdad aritmética o absoluta, aquella que supondría una imposición matemáticamente igual en su quantum para cada uno de los habitantes, sino la igualdad de tratamiento frente a la igualdad de situaciones o circunstancias (cfr. doct. S.C.B.A. causas I. 1.487 “Microómnibus Quilmes S.A.C.I.F.”, sent. de 14-VI-1994; I. 2.038 “ESSO S.A.P.A.”, sent. de 17-X-2001; B. 64.866 “Chaves”, sent. de 15-VIII-2007), por lo que determinar que la violación constitucional a la igualdad denunciada tendría lugar en la especie, supondría un examen de las distintas realidades y capacidades económicas de los accionantes para luego descifrar si la norma cuestionada traza distingos inconstitucionales. Tal examen escapa a la mera patencia antes señalada, demandando una actividad probatoria que largamente excede la permitida en este proceso (cfr. doct. S.C.B.A. causas B. 63.788 “Llusa”, sent. de 21-V-2003; B. 64.981 “Bilicich”, sent. de 23-II-2005).

Bajo tal marco, y siendo que la arbitrariedad e ilegalidad tienen que resultar de manera visible, manifiesta; es decir, en forma clara, patente, indudable, inequívoca, notoria, ostensible, para de tal modo no desvirtuar el carril del amparo y a su vez transformarlo en el vademécum que solucione todos los problemas, subsumiendo las vías procesales en sólo una, cuando la Constitución y las leyes marcan distintos derroteros (cfr. doct. S.C.B.A. causas B. 59.168 “Riusech”, sent. de 16-II-1999; B. 57.465 “Pedraja”, sent. de 29-VIII-2001; B. 62.257 “Herrera”, sent. de 03-X-2001; B. 64.413 “Club Estudiantes de la Plata”, sent. de 4-IX-2002; B. 64.866 “Chaves”, sent. Del 15- VIII-2007; B. 65.861 “Circulo Jubilados y Pensionados del Banco de la Provincia de Buenos Aires”, sent. de 10-X-2007.), no cabe sino desestimar el planteo articulado.

4. Sin perjuicio de lo expuesto, he de resaltar -para mayor satisfacción de los recurrentes- como acertada la crítica que porta la pieza recursiva respecto de la temporalidad de la acción constitucional, desde que, aciertan en cuanto afirman que el plazo de caducidad regulado en el artículo 6 de la ley 7166 no se encontraba vencido al momento de promover el presente proceso.


Ello es así, en tanto en casos como el ventilado en el sub lite, en el que se denuncia una pluralidad de actos supuestamente lesivos que se repiten y consumen periódicamente (en la especie, las determinaciones tributarias periódicas a partir de la reforma instaurada por la Ordenanza N° 2156/08), el plazo para accionar renace ante cada nuevo acto lesivo (cfr. doct. esta cámara causa A-1097-MP0 “Flores”, sent. de 10-III-2009). Empero, la vigencia de tal doctrina en nada modifica la suerte de lo aquí resuelto, desde que el a quo, si bien con una técnica poco menos que censurable, a pesar de haber reputado –erróneamente- operado el plazo previsto en el artículo 6 de la ley 7116, se adentró en el análisis de los restantes presupuestos de admisibilidad de la acción constitucional para, en definitiva, desestimarla con sustento en la existencia de otras vías idóneas para articular la pretensión, fundamentos que –en razón de lo precedentemente expuesto- justifica el rechazo de la presente acción constitucional.

5. Resta –por último- tratar el agravio relativo a la imposición de costas y el consecuente pedido de los recurrentes de la eximición de condena. 

Aducen los accionantes que en el proceso se ha desestimado la excepción de incompetencia interpuesta por la Municipalidad de Villa Gesell y que, por tal razón, las costas del proceso debieron imponerse en el orden causado. 

No comparto tal punto de vista. 

Vale recordar que determinar cuándo un litigante resulta vencido en los términos del art. 25 de la ley 7166 constituye una cuestión circunstancial y casuística (cfr. argto. S.C.B.A. causa Ac. 62.150 sent. de 28-V-1996). Y bajo tal premisa, adelanto que en el sub examine no encuentro elemento alguno que permita modificar lo resuelto por el a quo.

El hecho objetivo de la derrota es el fundamento en el que se apoya el principio general de imposición de costas (cfr. doct. esta Cámara causa A-670-MP0 “Lavignolle”, sent. de 28-VIII-2008) y la condición perdidosa de los accionantes resulta irrebatible en la especie en tanto no concurren ninguna de las circunstancias que autoricen a apartarse del principio establecido en el art. 25 de la ley 7166.

Desde tal mirador, la argumentación de los apelantes en cuanto a que la defensa de incompetencia articulada por la demandada a fs. 664 lo fue en carácter de “excepción” no merece acogida, máxime cuando el a quo no la resolvió con carácter previo a la apertura a prueba del proceso, sino que –más allá de su tratamiento diferenciado en el cuerpo de la sentencia- fue tratada como una defensa más de las planteadas por el Municipio demandado al dictarse el pronunciamiento definitivo (cfr. doct. esta Cámara causa A-582-BB0 “Caparros”, sent. de 22-VII-2008) y, en consecuencia, ninguna razón valedera permite brindar un tratamiento diverso –al efecto de determinar el carácter de vencido en el proceso- entre el resultado de tal planteo y el que, en definitiva recayó sobre el fondo de la cuestión.

Así, por aplicación de los arts. 68 del C.P.C.C. y 25 de la ley 7166, juzgo que también debe confirmarse el fallo apelado en esta parcela. 

III. Por las razones expuestas, he de proponer al Acuerdo, rechazar el recurso de apelación interpuesto por los Sres. Olga Palmira Cisi; María del Pilar Sadaba Elizalde; Néstor Rodolfo Barca; Elsa Julia Leis; Yamila Magali Lamarca; Carmen Lourdes Caputo; Graciela Perazzo; Luis Antonio David Iglesia; Antonio Vicente Mastrapasqua; Sonia María del Carmen Sloselj; Verónica Susana Bacanelli; Ana María Worobiej; Osvaldo Raúl Marcón; José Luis Bernardello y Christian Maximiliano San Marco Martín y, en consecuencia, confirmar la sentencia apelada en cuanto desestimó la acción de amparo interpuesta con expresa imposición de costas (arts. 20 inc. 2° Const. Prov.; 1, 2, 18, 19, 25 y ccds. ley 7166). Las costas de esta Alzada deberían imponerse en el orden causado en razón de no haber mediado contradicción (art. 25 ley 7166 y art. 68 del C.P.C.C.).

Voto por la negativa.


La señora Juez doctora Sardo y el señor Juez doctor Mora, con igual alcance e idénticos fundamentos a los brindados por el doctor Riccitelli, votan la cuestión planteada por la negativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente 

SENTENCIA

1. Rechazar el recurso de apelación interpuesto por los Sres. Olga Palmira Cisi; María del Pilar Sadaba Elizalde; Néstor Rodolfo Barca; Elsa Julia Leis; Yamila Magali Lamarca; Carmen Lourdes Caputo; Graciela Perazzo; Luis Antonio David Iglesia; Antonio Vicente Mastrapasqua; Sonia María del Carmen Sloselj; Verónica Susana Bacanelli; Ana María Worobiej; Osvaldo Raúl Marcón; José Luis Bernardello y Christian Maximiliano San Marco Martín, confirmando –en consecuencia- la sentencia apelada en cuanto desestimó la acción de amparo interpuesta (arts. 20 inc. 2° Const. Prov.; 1, 2, 18, 19, 25 y ccds. ley 7166). Costas de esta alzada en el orden causado por no mediar contradicción (art. 25 ley 7166 y art. 68 del C.P.C.C.).

2. Difiérese la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 decreto ley 8904/77).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen. Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Adriana M. Sardo – Roberto Daniel Mora – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
